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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo justicia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 CPGP

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN

De: Diana Juliet Blanco Berbesi <DIANABLANCO03@hotmail.com>
Enviado: lunes, 17 de abril de 2023 16:49
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: gomez_1980@hotmail.com <gomez_1980@hotmail.com>
Asunto: CONTESTACIÓN DEMANDA RD 11001334306120230001100
 
Doctora 
EDITH ALARCÓN BERNAL 
Juzgado 61 Administrativo Oral de Bogotá 
Sección Tercera 
 

Radicado No. 11001-3343-061-2023-00011-00 
Demandante: Santiago Ardila García Pinto y otros 
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional  
Medio de control: Reparación directa 

Cordial saludo.

Respetuosamente, actuando en virtud de los principios que rigen el procedimiento administrativo y bajo
las previsiones de las Leyes 1437 de 2011, 2080 de 2021 y 2213 de 2022, me permito
presentar CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA del proceso de la referencia. 
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Agradezco que el documento sea anexado al expediente, con el fin de acreditar el cumplimiento de la
actuación procesal correspondiente.

Finalmente, en cumplimiento a lo estipulado en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, modificado por
el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021, en concordancia con el artículo 78-14 del CGP; se remite copia de
la presente actuación a la parte actora de la causa judicial.

Con respeto,

 PD10. Diana Juliet Blanco Berbesí
 Empleados Militares
 email: diana.blanco@buzonejercito.mil.co
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Doctora 
EDITH ALARCÓN BERNAL 
 Juzgado 61 Administrativo Oral de Bogotá 
Sección Tercera 
 

Radicado No. 11001-3343-061-2023-00011-00 
Demandante: Santiago Ardila García Pinto y otros 
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional  
Medio de control: Reparación directa 

 

DIANA JULIET BLANCO BERBESI, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
1.090.419.440 expedida en Cúcuta y portadora de la T.P No. 238. 611 del C.S de la 
J, actuando en la calidad de profesional de defensa de la NACIÓN – MINISTERIO 
DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, me permito realizar CONTESTACIÓN DE 
LA DEMANDA de la referencia, de acuerdo con las siguientes consideraciones.  
 

I. HECHOS  
 
En relación con los hechos indicados en el escrito de la demanda, me permito 
realizar las siguientes precisiones:  
 
Este extremo procesal, tiene por cierto que el joven Santiago Ardila García Santiago, 
fue incorporado al Ejército Nacional para la prestación del servicio militar obligatorio 
en calidad de SL18, siendo integrante del segundo contingente del 2021, 
perteneciente a la compañía “Caldas”, orgánico del Batallón de Ingenieros de 
Combate No, 4 “General Pedro Nel Ospina”. 
 
De igual forma, se encuentra acreditado que el joven Santiago Ardila García 
Santiago, fue diagnosticado con leishmaniasis, recibiendo la atención y tratamiento 
médico correspondiente. 
 
Los demás aspectos, considera que debe ser objeto de prueba dentro del presente 
proceso, a través de medios probatorios conducentes y pertinentes, que permitan 
dar fundamento a lo señalado por el apoderado de la parte demandante; 
considerando que obedecen a aspectos propios del centro del litigio. 
 

II. PRETENSIONES 
 
En relación con las pretensiones de la demanda me OPONGO a la prosperidad de 
las mismas, de acuerdo con los argumentos de defensa que se expondrán dentro 
de la presente contestación.  
 
Ahora bien, respecto de los perjuicios que se pretende indemnización, solicito muy 
respetuosamente que se tenga en cuenta las siguientes consideraciones: 
 

1. Inmateriales en la modalidad de perjuicios morales. 
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Sobre el tema en particular, la jurisprudencia ha dicho1:  

 

“Acerca de los daños causados por las lesiones que sufre una persona, resulta 

necesario precisar que si bien éstas pueden dar lugar a la indemnización de 

perjuicios morales, su tasación dependerá, en gran medida, de la gravedad y 

entidad de las mismas, pues hay situaciones en las cuales éstas –las lesiones 

sufridas-, son de tal magnitud que su ocurrencia alcanza a tener una entidad 

suficiente para alterar el curso normal de la vida o de las labores cotidianas de una 

persona, por manera que la cuantificación de los perjuicios morales que se causen 

en virtud de unas lesiones personales, se definirá en cada caso por el juez, en 

proporción al daño sufrido y a las circunstancias particulares de las causas y 

consecuencias de la lesión. (…)”. 

 

Sobre el particular, se infiere que al momento de tasar los perjuicios morales no se 

trata simplemente de un aspecto operativo o mecanico, referido a verificar el 

cumplimiento de unos requsitos, como son el porcentaje de incapacidad de la 

víctima directa y la prueba de parentesco, sino que al juez le corresponde en cada 

caso concreto, realizar una adecuada valoracion de los medios de prueba con la 

finalidad de establecer la intensidad de la lesión, es decir, le corresponde analizar, 

las secuelas, consecuencias fisicas y psiquicas de la lesion con el objetivo de 

determinar dos aspectos: la intensidad y el porcentaje de gravedad, postulados que 

determinan el monto indemnizatorio. Por consiguiente, en cada caso concreto, a la 

parte actora, le corresponde asumir su carga procesal probatoria referida a 

demostrar la intensidad de la lesion padecida por la vicitma directa y los supuestos 

de intensidad, para de tal manera, acudir a los parametros de la sentencia de 

unificación. 

 

Así las cosas, en el sub-examine, hasta esta etapa procesal no se ha determiando 

un procentaje de disminución de la capacidad laboral, y de igual forma no se ha 

acreditado el grado de afectación, de acuerdo con las secuelas de la lesión para su 

la órbita moral de la víctima directa y la de sus familiares, máxime cuando se 

advierte que este tipo de afecciones no generan ningún déficit motor ni sensitivo, 

para del tal forma presentar que incapacidad le impida ejercer otra clase de actividad 

laboral.  

 

De otra parte, de conformidad con la posición jurisprudencial adoptada por la 

Sección Tercera del H. Consejo de Estado mediante sentencias proferidas el 14 de 

septiembre de 2011, cuando el daño antijurídico radica en una afectación psicofísica 

de la persona, ésta debe ser indemnizada bajo el concepto del daño a la salud, que 

se refiere no solo a la modificación de la unidad corporal, sino a las consecuencias 

 
1 Consejo de Estado- Sección Tercera. Sentencia del 10 de septiembre de 2014. Radicación número: 
25000-23-26-000-1995-11369-01(27771). C.P. Dr. Hernán Andrade Rincón.   
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que la misma genera, razón por la que puede comprender otros daños como el 

estético, el sexual, el psicológico, entre otros.2 

 

2. Inmateriales en la modalidad de daño a la salud. 

 

“(…) “daño a la salud” -esto es el que se reconoce como proveniente de una 

afectación a la integridad psicofísica –ha permitido solucionar o aliviar la discusión, 

toda vez que reduce a una categoría los ámbitos físico, psicológico, sexual, etc., de 

tal forma que siempre que el daño consista en una lesión a la salud, será procedente 

determinar el grado de afectación del derecho constitucional y fundamental (artículo 

49) para determinar una indemnización por este aspecto, sin que sea procedente el 

reconocimiento de otro tipo de daños (v.gr. la alteración de condiciones de 

existencia), en esta clase o naturaleza de supuestos.  

 

(…) Lo anterior, refuerza aún más la necesidad de readoptar la noción de daño a la 

salud, fisiológico o biológico, como ahora lo hace la Sala, pero con su contenido y 

alcance primigenio, esto es, referido a la afectación o limitación a la integridad 

psicofísica de la persona, como quiera que haberlo subsumido en unas categorías 

o denominaciones que sirven para identificar perjuicios autónomos que han sido 

reconocidos en diversas latitudes, como por ejemplo la alteración de las condiciones 

de existencia (v.gr. Francia), se modificó su propósito que era delimitar un daño 

común (lesión a la integridad corporal) que pudiera ser tasado, en mayor o menor 

medida, a partir de parámetros objetivos y equitativos, con apego irrestricto a 

principios constitucionales de igualdad.” 

 

En cuanto a la forma de tasar la indemnización de dicho perjuicio, la Sala Plena de 

la Sección Tercera del H. Consejo de Estado, en las sentencias de unificación del 

28 de agosto de 2014, Expedientes número interno 31172 y 31170, con ponencia 

de los Magistrados Olga Mélida Valle De la Hoz y Enrique Gil Botero, 

respectivamente, fijó como referente del mismo, la gravedad y naturaleza de la 

lesión padecida.  

 

Igualmente debe señalarse que las sentencias del Consejo de Estado3 sobre el 

citado perjuicio, han venido igualmente reiterando los supuestos de la sentencia de 

unificación del 14 de septiembre de 2011 (Exp. 38222, C.P. Enrique Gil Botero), y 

básicamente indican que el reconocimiento al perjuicio a la salud, se encuentra 

sujeto a lo que se pruebe en el proceso, y a la demostración de la gravedad de la 

lesión, debidamente motivada y razonada.4  

 
2 Sentencias de unificación del 14 de septiembre de 2011, Exp. 19031 y 38222, proferidas por la 
Sala Plena de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativa. M.P. Enrique Gil 
Botero.   
3 Consejo de Estado. Sección Tercera C.P. Enrique Gil Botero; 27 de agosto de 2014, exp. 31170, 
actor: Luis Ferney Isaza Córdoba.   
4 Consejo de Estado; Sección Tercera, sentencia de unificación jurisprudencial del 28 de agosto de 
2014, Exp. 25000232600020000034001 (28832), M.P. Danilo Rojas Betacourth.   
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De acuerdo a lo anterior, considera esta defensa que, no está acreditado dentro del 

plenario que la leishmaniasis haya producido al demandante una alteración 

anatómica y funcional de su derecho a la salud; si bien es cierto, se allegó apartes 

de la historia clínica y un concepto médico laboral realizado por médico especialista 

en salud ocupacional, nótese que en el presente caso de ellas no se desprende que 

exista una afectación a su integridad psicofísica, considerando, que esta afección 

deja como secuela un cicatriz, que no genera afectación funcional, biológica ni 

psiquiátrica; máxime que no se denota daño a alguno de sus órganos, la perdida 

de alguna extremidad o la limitación funcional en alguna parte de su cuerpo, y esto 

conlleva a indicar que, no se demostró de qué forma se modificaron las condiciones 

de existencia del ex soldado y las de su familia. 

 

Tampoco se evidencia actividad probatoria para demostrar que actividades o qué 

estilo de vida tenía el señor Santiago Ardila García antes de llegar a la institución, 

y que en la actualidad no pueda desarrollar como consecuencia de los hechos 

objeto de la presente Litis. 

 

3. Materiales en la modalidad de lucro cesante. 

 

Sobre el particular, es pertinente hacer las siguientes anotaciones: 

 

Como lo ha venido sosteniendo el H. Tribunal de Cundinamarca en distintas 

providencias, el lucro cesante debe probarse, pues no existe ninguna presunción, 

razón por la cual, la carga procesal probatoria, tratándose del perjuicio material, le 

corresponde al demandante; en consecuencia, tampoco opera la noción de arbitrio 

judicial. 

 

En consecuencia, el lucro cesante como perjuicio, implica demostrar precisamente, 

la expectativa objetiva de remuneración antes de la existencia del daño, que se 

dejará de recibir por parte del demandante.  

 

En el caso concreto, se tiene lo siguiente:  

 

1. El perjuicio reclamado –pérdida de la capacidad laboral-, no se encuentra 

demostrado por el demandante, pues no se encuentra probada la 

disminución de su capacidad productiva, con la afección sufrida durante 

la prestación de su servicio militar y que motiva la presente demanda.  

2. No se encuentra probado que el directo afectado sufra algún tipo de 

secuela, que le impida realizar actividades de orden general y común de 

cualquier persona.  

3. No se demostró por parte del demandante algún índice de incapacidad 

de orden laboral, que conlleve a la prosperidad de la pretensión 

reclamada. 



MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 
DEPARTAMENTO JURÍDICO INTEGRAL 
DIRECCIÓN DE DEFENSA JURÍDICA  

 

  
Carrera 46N° 20B-99 Puente Aranda, Cantón Occidental “Francisco José de Caldas”, edificio MY. Juan  
Carlos Lara Rozo  - piso 2°, Bogotá, D.C. 
Teléfono: 3123152205  
Mensajería Electrónica: dianablanco03@hotmail.com– diana.blanco@buzonejercito.mil.co 

5 
 

En consonancia con lo anterior, presento oposición, considerando que de 

conformidad con la jurisprudencia reiterada5 y unificada6 del Consejo de Estado, el 

perjuicio material a indemnizar, en la modalidad de lucro cesante, debe ser cierto y, 

por ende, edificarse en situaciones reales, existentes al momento de ocurrencia del 

evento dañino, toda vez que, el perjuicio eventual o hipotético, por no corresponder 

a la prolongación real y directa del estado de cosas producido por el daño, no es 

susceptible de reparación. En tal sentido, se precisa: 

 

1. Este perjuicio material, implica demostrar objetivamente lo referente a la 

remuneración antes del daño, que dejó de recibir la víctima, y la pérdida de 

una utilidad monetaria a causa del daño, es decir, la existencia de un daño 

concreto frente a una expectativa de remuneración futura. 

 

2. Por lo anterior, la liquidación del lucro cesante, comprenderá el valor de los 

ingresos ciertos que dejó de percibir la víctima tras las lesiones sufridas, y, 

además, el valor de los ingresos que se acredite suficientemente que hubiera 

percibido después del suceso en que resultó afectado y que se frustraron con 

ocasión de la pérdida de capacidad laboral. 

 

Con fundamento en las anteriores precisiones, encuentra este extremo procesal que 

para el caso objeto de estudio, deberá la parte actora probar cada uno de estos 

presupuestos, para que pueda resultar procedente el referido perjuicio 

 

III. FUNDAMENTOS DE DEFENSA 
 
Así las cosas, respecto los elementos de la responsabilidad extracontractual del 
Estado tenemos: 
 

A. El daño 
 
Sobre el particular se tiene que, en la presente demanda se indica como daño desde 

el elemento fenomenológico los hechos acecidos en el mes de enero de 2022, 

donde se estableció que el señor Santiago Ardila García era positivo para 

“leishmania”. Sin embargo, a la fecha no se ha determinado por las autoridades 

médico laborales competentes, ningún porcentaje de discapacidad laboral o se ha 

establecido plenamente una secuela que permita dar certeza del grado de 

afectación en la salud del referido actor. 

 

Bajo tal contexto, esta defensa debe puntualizar que, para acreditar de manera 

plena el daño7, la parte demandante deberá demostrar su configuración mediante 

 
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencias de: i) 4 de diciembre de 2006, 

radicación: 13168, C.P. Mauricio Fajardo Gómez; ii) 12 de febrero de 2014, radicación: 31583, C.P. Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa, y iii) de 29 de mayo de 2014, C.P. Hernán Andrade Rincón, radicación: 35930, entre otras. 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 28 de agosto de 2014, M.P. (e) 
Hernán Andrade Rincón radicación: 36.149. 
7 “[D]año es toda afrenta a los intereses lícitos de una persona, trátese de derechos pecuniarios o de no pecuniarios, de 
derechos individuales o de colectivos, que se presenta como lesión definitiva de un derecho o como alteración de su goce 
pacífico y que, gracias a la posibilidad de accionar judicialmente, es objeto de reparación si los otros requisitos de la 
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pruebas conducentes, pertinentes y útiles; teniendo en cuenta que, para que un 

daño sea indemnizable, es indispensable verificar la configuración de los elementos 

que lo estructuran, es decir, que sea cierto48, actual9, real10, determinado o 

determinable11 y protegido jurídicamente12.  

 

En síntesis, estos elementos parten de la premisa según la cual, la antijuridicidad 

del daño no se concreta solo con la verificación de la lesión de un derecho o de un 

interés legítimo, sino con los efectos derivados de la lesión que inciden en el ámbito 

patrimonial o extra patrimonial, los cuales son injustamente padecidos por la víctima.   

 

Por lo anterior, la debida estructuración de este elemento de la responsabilidad 

extracontractual del Estado ser objeto de prueba dentro del presente proceso, a 

través de medios probatorios conducentes, pertinentes y útiles, que permitan dar 

validez a lo expuesto por la apoderada de la parte demandante. 

 

B. De la imputación  

 

De acuerdo con el artículo 90 de la Carta Política: “[e]l Estado responderá 

patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por 

la acción o la omisión de las autoridades públicas”. 

 

En relación con el título de imputación aplicable a los daños causados a soldados 

conscriptos, conforme los lineamientos jurisprudenciales del Consejo de Estado, es 

posible analizar la responsabilidad del Estado bajo el régimen objetivo del daño 

especial o riesgo excepcional, sin desconocer en todo caso, la posibilidad de 

estructurar la responsabilidad del Estado por falla del servicio. 

 

Al respecto, tenemos que en el presente caso se afirma que “Mientras patrullaba en 

inmediaciones del municipio de Valdivia (A) y siendo el mes de enero de 2022, le 

inició un brote en región NASAL SUPERIOR, DETRÁS DE OREJA, LUMBAR, 

TOBILLO DERECHO, AMBAS MANOS, BRAZO Y ANTEBRAZO DERECHOS 

debiendo ser remitido al Dispensario Médico, donde fue diagnosticado de 

LEISHMANIASIS, por lo cual debió ser sometido a tratamiento para dicha 

enfermedad.”.” Frente a lo cual, esta defensa precisa que no obra en el expediente 

material probatorio que permita determinar las circunstancias de tiempo, modo y 

 
responsabilidad civil –imputación y fundamento del deber de reparar- se encuentran reunidos”. Tomado de: HENAO, Juan 
Carlos. Las formas de reparación en la responsabilidad del Estado: hacia su unificación sustancial en todas las acciones 
contra el Estado. En: La responsabilidad extracontractual del Estado: ¿qué? ¿por qué? ¿hasta dónde? XVI Jornadas 
internacionales de derecho administrativo. Juan Carlos Henao y Andrés Fernando Ospina Garzón (editores), Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2015, p. 35. 
 
8Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 10 de abril de 2010, rad. 18878, reiterada por la sentencia del 1º de 
febrero de 2012, rad. 20505, M.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz. 
9Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 14 de marzo de 2012, rad. 20497, M.P. Olga Mélida Valle de De La Hoz; 
sentencia del 12 de febrero de 2014, rad. 28857, M.P. Olga Mélida Valle de De La Hoz. 
10Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 10 de agosto de 2001, rad. 12555, M.P. Alier Eduardo Hernández 
Enríquez 
11Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 3 de febrero de 2010, rad. 18425, M.P. Ruth Stella Correa Palacio; 
sentencia del 19 de mayo de 2005, rad. 2001-01541 AG, CP. María Elena Giraldo Gómez. 
12Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 2 de junio 2005, rad. 1999-02382 AG, CP. María Elena Giraldo Gómez. 
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lugar en las que se produjo este hecho dañino; razón por la que, no se logra 

identificar una acción u omisión de mi representada que constituya una causa 

adecuada en relación con las pretensiones del demandante. Es decir, no está 

probado que la afectación que presenta el prenombrado, sea el resultado de la 

prestación del servicio militar obligatorio. 

 

Ahora bien, esta defensa no desconoce que al plenario se aportó copia de la historia 

clínica del SL18 Santiago Ardila García, en la que se evidencia lo relacionado con 

la patología que sufrió -leishmaniasis-. Sin embargo, es importante precisar que no 

se encuentra demostrado que el presente caso, este enmarcado dentro de los 

presupuestos de los artículos 30 y 31 del Decreto 1796 de 2000 (enfermedad 

profesional); toda vez que, no existen pruebas que permitan acreditar que la 

patología haya sobrevenido como consecuencia obligada de las labores que 

desempeñaba el conscripto, durante la prestación de su servicio militar obligatorio, 

o de un suceso repentino que haya sobrevenido por causa y razón del mismo. 

 

De otra parte, respecto la práctica de la Junta Médica Laboral, debe precisarse que 

el demandante no cuenta con la misma, y para tal fin debe cumplir con el protocolo 

establecido en el Decreto 1796 de 2000, conforme se pasa a evidenciar: 
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Así las cosas, conforme los lineamientos de la Dirección de Sanidad del Ejército 

Nacional, el demandante tiene la obligación y responsabilidad de solicitar, gestionar, 

informar y convocar de manera activa los procesos, además de solicitar por sí solo 

o por medio de un representante, la atención que requiera ante los dispensarios o 

establecimientos de sanidad, así como asistir a las citas que le sean programadas 

con el fin de permitir y facilitar la calificación médico laboral; lo anterior atendiendo 

a lo estipulado en el artículo 21 de la Ley 352 de 1997. 

 

De otra parte, al analizarse el régimen objetivo de responsabilidad bajo el 

fundamento de daño especial, aplicable al presente asunto; encontramos que tiene 

como presupuestos de configuración los siguientes: (i) que se trate de una acción 

no riesgosa y legitima del Estado, (ii) que se haya desarrollado en cumplimiento de 

un encargo o mandato legal, en beneficio del interés general, (iii) que con ella se 

haya producido un perjuicio concreto, anormal y particular que imponga un sacrificio 

mayor a una persona o a un grupo de personas13. 

 

En este orden de ideas, se observa que en el presente caso no existe duda alguna 

del hecho relacionado con la prestación del servicio militar obligatorio del señor 

Santiago Ardila García Santiago, siendo SL18 integrante del segundo contingente 

del 2021, perteneciente a la compañía “Caldas”, orgánico del Batallón de Ingenieros 

de Combate No, 4 “General Pedro Nel Ospina”; de tal suerte que en efecto se trata 

de una vinculación que por mandato del Estado se realiza respecto de una persona, 

que en razón de la misma queda subordinada a la Institución, lo que de suyo 

conlleva a una relación de guarda por parte dela entidad frente a su integridad 

 
13 Sentencia del 31 de agosto de 2017, expediente radicado interno No. 28223, proferida por la 
Sección Tercera, subsección B del Consejo de Estado, que reitera la posición sostenida sobre el 
particular en las sentencias del 7 de abril de 2011, exp. 2033 y del 28 de julio de 2011, exp. 19866. 
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psicofísica. Así las cosas, se evidencia configurada la ejecución de una actividad 

legitima del Estado, a lo que por mandato legal estaba sujeta el prenombrado; sin 

embargo, no concurre en el presente caso el elemento relacionado con la 

concreción de un perjuicio anormal y particular respecto del soldado, que pueda 

vincularse a la prestación del servicio militar obligatorio, toda vez que, no existe 

material probatorio que permitan relacionar el desarrollo de la actividad castrense, 

con la leishmaniasis (enfermedad de transmisión vectorial), que sufrió. 

 

En consecuencia, considera este extremo procesal que el diagnóstico de la referida 

patología padecida por el conscripto, se presentó durante la prestación del servicio; 

sin embargo, no se probó que la concreción de la misma se hubiere dado ocasión 

y/o en razón del mismo. Motivo que nos lleva a precisar que es una presunción legal 

la responsabilidad del Estado por el daño sufrido por estos soldados, siempre y 

cuando el daño se produzca durante la prestación del servicio militar, realizando 

actividades propias del mismo, situación que no ocurrió en el presente caso. 

 

Al respecto, es de recordar que la Sección Tercera del Consejo de Estado, mediante 

sentencia del 5 de marzo del 2015, e25000-23-26-000-2003-00693-01(34671) 

señaló:  

 

“En principio, la circunstancia que la enfermedad y la lesión hayan ocurrido 

durante el tiempo en que el señor Pérez prestó el servicio militar sería 

suficiente para responsabilizar a la entidad por este daño, pues, se reitera, 

bajo un régimen objetivo de responsabilidad el Estado tiene el deber de 

proteger la vida e integridad del personal bajo su cuidado14.  

 

No obstante, esta Corporación ha sido enfática en señalar que si se pretende 

la reparación de perjuicios por los daños causados a los miembros de la 

fuerza pública vinculados a la institución en calidad de conscriptos, se debe 

comprobar que se trata de daños sufridos durante la prestación del 

servicio y por causa y razón del mismo, o en desarrollo de las 

actividades propias del mismo15.” (Destacados propios)  

 

Bajo otro contexto, conforme lo ha indicado el Consejo de Estado16, el régimen 

objetivo de responsabilidad bajo el fundamento de riesgo excepcional se configura 

si la actividad del Estado es, legítima y riesgosa, y el daño es producto de la 

concreción del riesgo que ella conscientemente crea para el cumplimiento de ciertos 

 
14 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 14 de diciembre de 2004, exp. 14422, C.P. Ramiro Saavedra Becerra; 
sentencia de 1 de marzo de 2006, exp. 16528, C.P. Ruth Stella Correa; sentencia de 15 de octubre de 2008, exp. 18586, C.P. 
Enrique Gil Botero; sentencia de 4 de febrero de 2010, exp. 17839, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
15 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 14 de diciembre de 2004, exp. 14422, C.P. Ramiro Saavedra Becerra; 
sentencia de 1 de marzo de 2006, exp. 16528, C.P. Ruth Stella Correa Palacio; sentencia de 15 de octubre de 2008, exp. 
18586, C.P. Enrique Gil Botero; sentencia de 4 de febrero de 2010, exp. 17839, C.P. Mauricio Fajardo Gómez; sentencia de 
9 de diciembre de 2011, exp. 20219, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo, entre otras. 
16 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 18001233100019980000301 (28223), ago. 31/17, C.P. 
Ramiro Pazos Guerrero. 
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deberes legales y constitucionales asignados. Aspectos que no se encuentran 

acreditados en el caso bajo estudio. 

 

Así mismo, al referirnos al régimen subjetivo de responsabilidad, no se observa que 

para el caso en concreto se configure una falla en el servicio, al no acreditarse la 

omisión frente a algún contenido obligacional que fuere causa desencadenante de 

hecho dañino, cuya indemnización se reclama. 

 

En consecuencia, su señoría le solicito muy respetuosamente que se NIEGUEN las 

pretensiones de la demanda, en la medida de que, no se evidencia en debida forma 

la estructuración de los elementos de la responsabilidad extracontractual del 

Estado. 

 

IV. PRUEBAS 

 

1. Documentales  

 

1.1 Aportadas 

 

1.1.1 Oficio radicado No. RS20230321028884 del 21 de marzo de 2023 originario 

del Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, mediante el cual se 

indica que a la fecha NO existe trámite o solicitud pendiente que sea de competencia 

del Tribunal, en relación con el señor Santiago Ardila García. 

 

1.2 Solicitadas 

 

1.2.1 Me permito manifestar al Despacho que de acuerdo a lo señalado en el artículo 

175 DEL CPACA, por parte de la entidad se solicitaron los antecedentes de la 

actuación objeto del proceso, librándose entre otros los siguientes oficios: 

 

1. 2023251004930153:MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMPP-CEDE11-

DIDEF-1.9 del 13 de marzo de 2023, dirigido al Comandante del Batallón de 

Ingenieros de Combate No, 4 “GR. Pedro Nelson Ospina”. 

 

2. 2023251004933643:MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMPP-CEDE11-

DIDEF-1.9 del 13 de marzo de 2023, dirigido a la Dirección de Reclutamiento 

del Ejército Nacional. 

 

3. 2023251004934953:MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMPP-CEDE11-

DIDEF-1.9 del 13 de marzo de 2023, dirigido al Director de Sanidad del 

Ejército Nacional. 
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4. 2023251004931543:MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMPP-CEDE11-

DIDEF-1.9 del 13 de marzo de 2023, dirigido al Director de Prestaciones 

Sociales del Ejército Nacional. 

 

5. 202325100491123:MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMPP-CEDE11-DIDEF-

1.9 del 13 de marzo de 2023, dirigido al Director de Personal del Ejército 

Nacional. 

 

En ese orden, me permito anexar los requerimientos, sin que a la fecha se haya 

obtenido respuesta al respecto. Por lo anterior, una vez sea allegada la 

correspondiente documentación, la aportaré al plenario, y en el caso de que al 

momento de celebrarse la audiencia inicial no se cuente con lo requerido, 

respetuosamente SOLICITO QUE SE DECRETE como prueba. 

 

2. De las pruebas aportadas por la parte demandante  

 

Este extremo procesal, se opone a que se otorgue valor probatorio a la pericia 

denominada: “concepto médico laboral Santiago Ardila García”, suscrito por el MD 

Especialista en salud ocupacional Fernando Vargas Quintana, ya que debe 

advertirse que no cumple con la normatividad y los requisitos que deben contemplar 

para que pueda ser tenido en cuenta en vía judicial. 

  

Lo anterior, por cuanto la calificación de capacidad laboral para los miembros de la 

Fuerza Pública legalmente está limitada a la Junta Médica Laboral Militar y de 

Policía, en primera instancia, y al Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de 

Policía, como segunda instancia, así lo determinaron los Decreto 94 de 1989, en los 

artículos 19, 21 y 25, y Decreto 1796 de 2000, en los artículos 14 a 21, en los cuales 

se indicó no solo la finalidad sino también la composición tanto de la Junta como del 

Tribunal, resaltando que la primera estará integrada por tres (3) médicos vinculados 

a las Fuerzas Militares y de Policía, uno de ellos especialista en medicina laboral, y 

la revisión por parte del Tribunal por otras tres (3) personas con conocimientos 

médicos y jurídicos sobre el tema a revisar.  

Sin embargo, se debe tener en cuenta que los artículos 4117 y 4218 de la Ley 100 de 

1993, indican que las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez son 

organismos del Sistema de la Seguridad Social, de carácter interdisciplinario, que 

tienen como función calificar la pérdida de la capacidad laboral, el estado de 

invalidez y determinar el origen de esta, entre otras características; lo que quiere 

decir que su función se encuentra determinada por la ley y no puede ser sustituida 

por personas diferentes a quienes conforman dichos organismos.   

 

 
17 Modificado por el artículo 142 del Decreto 19 de 2012 y adicionado por el artículo 18 de la Ley 

1562 de 2012.  
18 Modificado por el artículo 16 de la Ley 1562 de 2012. 
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Así, en aplicación del Decreto 1352 de 201319, se debe tener presente que 

normativamente existe la posibilidad de acudir a las Juntas Regionales de 

Calificación de Invalidez con el fin de que el dictamen por ellas expedido sea 

aportado como prueba pericial a un proceso judicial.  

 

En el artículo 28 del mencionado Decreto se plasmó que la participación de una 

Junta Regional de Calificación de Invalidez en un proceso judicial puede darse por 

varios motivos, entre los que se destacan los siguientes:  

  

«Artículo 28. Presentación de la solicitud. La solicitud ante la junta podrá ser 

presentada por: 

[…] 

6. El trabajador o su empleador. 

7. El pensionado por invalidez o aspirante a beneficiario o la persona que demuestre 

que aquel está imposibilitado, en las condiciones establecidas en el presente 

artículo. 

[…] 

9. Las autoridades judiciales o administrativas, cuando estas designen a las juntas 

regionales como peritos. 

[…] 

Parágrafo. La solicitud se deberá presentar a la Junta Regional de Calificación de 

Invalidez que le corresponda según su jurisdicción teniendo en cuenta la ciudad de 

residencia de la persona objeto de dictamen.» 

 

Lo descrito anteriormente, concordante con el parágrafo del artículo primero antes 

mencionado, establece no solo en que casos puede ser presentado un dictamen de 

una Junta Regional como prueba pericial en una demanda en que se deba 

establecer la capacidad laboral de un miembro de la Fuerza Pública, sino que 

también impone una regla de jurisdicción territorial para su realización.  

 

Por consiguiente, los dictámenes aportados como prueba pericial en una demanda 

en donde se discutan derechos relevantes a un miembro de las Fuerzas Militares y 

de Policía deberán ser valorados en conjunto con las pruebas aportadas a dicho 

proceso. 

Sobre el particular, esta defensa considera que el dictamen pericial rendido por el 

Dr. Fernando Vargas Quintana no tiene la entidad probatoria suficiente para restar 

alcance al dictamen médico rendido por las autoridades Médico Laborales 

competentes, por las razones que pasan a explicarse:  

 
19 «”por el cual se reglamenta la organización y funcionamiento de las Juntas de Calificación de 

Invalidez, y se dictan otras disposiciones.” 

Artículo 1°. Campo de aplicación. El presente decreto se aplicará a las siguientes personas y 

entidades: // Parágrafo. Se exceptúan de su aplicación el régimen especial de las Fuerzas Militares 

y de la Policía Nacional, salvo la actuación que soliciten a las Juntas Regionales de Calificación de 

Invalidez como peritos.» 
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Al respecto, es preciso aclarar que los documentos allegados con la demanda y el 

dictamen proferido por el médico particular dan fe de su experiencia y capacidad 

para evaluar las condiciones médicas de pacientes dentro de su especialidad, pero 

esto no puede, ni tiene la capacidad de reemplazar los dictámenes proferidos por 

las juntas médicas legalmente establecidas para ello.  

 

En efecto, tanto la norma especial para los miembros de la Fuerza Pública, Decretos 

94 de 1989 y 1796 de 2000, como la general, artículos 41 y 42 de la Ley 100 de 

1993 y el ya mencionado Decreto 1352 de 2013, señalan expresamente que las 

Juntas Médicas Laborales (Militares y de Policía para la Fuerza Pública, y 

Regionales de Calificación de Invalidez para los trabajadores en general) actúan 

como cuerpos interdisciplinarios, siendo parte de las entidades autorizadas para 

determinar la pérdida de capacidad laboral para el reconocimiento de pensiones de 

invalidez, evaluando de acuerdo con su especialidad, las patologías del paciente y 

la afectación de la capacidad en la labor que desempeñó previo a esa valoración. 

Es claro que las normas mencionadas no establecieron la posibilidad de que un 

médico particular actuara como perito para estos efectos, pues la modificación del 

grado de invalidez quedo debidamente concentrada en entidades calificadas para 

ello.  

 

Por lo anterior, el referido peritazgo al no ser emitido por ninguna de estas 

autoridades dispuestas por la ley, se considera que no puede ser valorado en el 

asunto concreto. 

 

En caso de no considerarse lo anterior, solicito al Despacho se permita a esta 

defensa la contradicción del dictamen denominado “concepto médico laboral 

Santiago Ardila García” y que fuera aportado con la demanda; rendido por el perito 

Fernando Vargas Quintana -MD Especialista en salud ocupacional. 

  

Por lo anterior y en cumplimiento de lo establecido por el artículo 218 del CPACA 

modificado por el artículo 54 de la Ley 2080 de 2021 y 228 del Código General del 

Proceso, solicito se cite al prenombrado perito, a fin de que exponga la pericia y 

realice en audiencia las aclaraciones y complementaciones que sean del caso. 

 

V. ANEXOS 

 

• Poder conferido para actuar. 

• Los enunciados como pruebas. 

 

VI. NOTIFICACIONES 

 

La suscrita apoderada de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 

NACIONAL, recibirá notificaciones a los correos: dianablanco03@hotmail.com – 

diana.blanco@buzonejercito.mil.co – didef@buzonejercito.mil.co - dirección física: 

mailto:dianablanco03@hotmail.com
mailto:didef@buzonejercito.mil.co
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Carrera 46N° 20B-99 Puente Aranda, Cantón Occidental “Francisco José de 

Caldas”, edificio MY. Juan Carlos Lara Rozo  - piso 2°, Bogotá, D.C. 

 

 

Con respeto,  

 

 
DIANA JULIET BLANCO BERBESI 

Profesional de Defensa MDN - Ejército Nacional 

C.C No. 1.090.419.440 de Cúcuta  

T.P. No. 238.611 del C. S. de la J 
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martes, 21 de marzo de 2023

NO. RS20230321028884

Carrera 54 N.º 26 – 25 CAN
Bogotá, D.C. Colombia
PBX (57-601) 315 0111 - Línea gratuita 018000 913022
Código Postal: 111321
www.mindefensa.gov.co

Bogotá D.C.,

Abogada 
DIANA JULIET BLANCO BERBESE
DIRECCIÓN DE DEFENSA 
EJÉRCITO NACIONAL
Diana.blanco@buzonejercito.mil.co
 
  
ASUNTO: Respuesta Radicados  Nrs . RE202300315013614, 

RE202300315013615, RE202300315013619, RE202300315013620 y 
RE202300315013627

REFERENCIA: Oficios  Nrs . 2023251000514551, 2023251000515401, 
2023251000515511, 2023251000516681 y 2023251000514691 del 14 de 
marzo de 2023

 

En atención a las solicitudes de la referencia, por medio de las cuales requiere se 
envíe copia de los antecedentes de las Actas de Tribunal Médico Laboral, o en su 
defecto, renuncia a convocar ante esta Instancia de las personas que a 
continuación se relacionan, comedidamente le informo: 
  

No. de Radicado 
ante Tribunal 
Médico Laboral

No. de oficio 
Grupo 
Contencioso 
Constitucional 
Medellín

Referenci
a

identificació
n observaciones

RE202300315013614
 15/03/2023

20232510005145
51 14/03/2023 

Reparación
 Directa

EDWIN 
JOSE 
CASTRO 
RAMIREZ 
C.C. 
1.063.275.106

A la fecha NO 
existe trámite o 
solicitud 
pendiente que 
sea de 
competencia 
del Tribunal.  

RE202300315013615
 15/03/2023

20232510005154
01 14/03/2023 

Reparación
 Directa

SANTIAGO 
ARDILA 
GARCIA C.C.
1.000.568.876
 

A la fecha NO 
existe trámite o 
solicitud 
pendiente que 
sea de 
competencia 
del Tribunal.  

RE20230031501361
9
15/03/2023

2023251000515511
 14/03/2023 

Reparación
 Directa

ALEXANDER
 DE JESUS 
ORTEGA 
TOBIAS C.C.
1.002.302.111

A la fecha NO 
existe trámite o 
solicitud 
pendiente que 
sea de 
competencia 
del Tribunal.  



martes, 21 de marzo de 2023

NO. RS20230321028884

Carrera 54 N.º 26 – 25 CAN
Bogotá, D.C. Colombia
PBX (57-601) 315 0111 - Línea gratuita 018000 913022
Código Postal: 111321
www.mindefensa.gov.co

RE20230031501363
20
15/03/2023

20232510005166
81 14/03/2023 

Reparación
 Directa

ERVIN 
SEGURA 
CORTES 
C.C. 
1.004.616.85
4

A la fecha NO 
existe trámite o 
solicitud 
pendiente que 
sea de 
competencia 
del Tribunal.  

RE20230031501362
7
15/03/2023

20232510005146
91 14/03/2023 

Reparación
 Directa

MARLON 
FERIBEN 
GOMEZ 
ZAPATA 
C.C. 
1.001.390.39
7

A la fecha NO 
existe trámite o 
solicitud 
pendiente que 
sea de 
competencia 
del Tribunal.  

  
En los anteriores términos se da respuesta a sus requerimientos. 

Cordialmente,

Myriam Garcia Torres 
Coordinadora Grupo Asesor Tribunal Médico Laboral 

Anexos: 
Con copia:  
Notificaciones internas: 
Elaboró: Alvaro Steven Velandia Sandoval 
Visto Bueno:  
Serie: Derecho De Petición/ Derecho De Petición
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